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Comisión de Defensa del Consumidor y 
Organismos Reguladores de los Servicios Públicos 

Dictamen aprobado por UNANIMIDAD, 
recaído en el Proyecto de Ley 1187/2021-
CR que, mediante un texto sustitutorio, 
propone la ley que modifica la Ley 26549, 
ley de los centros educativos privados, 
ampliando el plazo para brindar información 
de pagos de pensiones y matrícula. 

COMISIÓN DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR Y 
ORGANISMOS REGULADORES DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

PERIODO ANUAL DE SESIONES 2022-2023 

Señor Presidente: 

Ha sido remitido, para dictamen de la Comisión de Defensa del Consumidor y Organismos 
Reguladores de los Servicios Públicos el Proyecto de Ley 1187/2021-CR, presentado por 
el grupo parlamentario Podemos Perú a iniciativa del congresista José Luna Gálvez, por el 
que se propone la ley que garantiza la oportuna información sobre pago de pensiones 
escolares, modificando el artículo 14.2 de la ley 26549, ley de los centros educativos 
privados. 

En la Séptima Sesión Ordinaria de la Comisión, realizada el lunes 14 de noviembre de 
2022, el dictamen fue aprobado por UNANIMIDAD, con 9 votos a favor de los señores 
congresistas miembros titulares de la Comisión Elías Marcial Varas Meléndez, Digna 
Calle Lobatón; Adriana Tudela Gutiérrez, Luis Gustavo Cordero Jon Tay, Auristela Ana 
Obando Morgan, Jorge Luis Flores Ancachi, Miguel Ángel Ciccia Vásquez, Sigrid 
Tesoro Bazán Narro y el voto de la congresista accesitaria María del Pilar Cordero Jon 
Tay, quien votó por licencia del congresista Morante Figari. 

I. SITUACIÓN PROCESAL 

a) Antecedentes procedimentales 

El Proyecto de Ley 1187/2021-CR fue presentado ante el Área de Trámite Documentario 
el 21 de enero de 2022. Fue decretado e ingresado a la Comisión de Defensa del 
Consumidor y Organismos Reguladores de los Servicios Públicos como única comisión 
dictaminadora, el 01 de febrero de 2022, para su estudio y dictamen. 

b) Antecedentes parlamentarios 

Durante el periodo parlamentario 2016-2021, se presentó el PL 1392/2016-CR1 el mismo 
que fue dictaminado de manera favorable, tanto por la Comisión de Defensa del 
Consumidor y Organismo Reguladores de los Servicios Públicos, como por la Comisión de 
Educación, Juventud y Deporte; los dictámenes pasaron a Orden del día por Acuerdo del 
Consejo Directivo con fecha 10 de setiembre de 2019. Sin embargo, no fue debatido y por 
Acuerdo de Consejo Directivo N° 19-2021-2022/CONSEJO-CR de fecha 17 de agosto de 
2021 se envió al archivo. 

II. CONTENIDO DE LA PROPUESTA 

El Proyecto de Ley 1187/2021-CR, por el que se propone la ley que garantiza la oportuna 
información sobre pago de pensiones escolares, modificando el artículo 14.2 de la ley 

Firmado digitalmente por: 
TUDELA GUTIERREZ :Adriana 
Josefina FAU 20161740126 soft 
114otivo: En señal de 
conformidad 
Fecha: 17/11/2022 16:34:38-0500 

1 



Bicentenario

CONGRESO

REPÚBLICA 

Comisión de Defensa del Consumidor y 
Organismos Reguladores de los Servicios Públicos 

26549, ley de los centros educativos privados. El contenido del texto dispositivo del 
proyecto de ley es la siguiente: 

Articulo 1. Objeto de la ley 

La presente Ley tiene por objeto garantiza que la información que se brinda al padre de 
familia sobre el pago de pensiones, se realice de manera oportuna, con al menos ciento 
cincuenta (150) días calendarios previos al término del año lectivo. 

Artículo 2. Modificación del numeral 14.2 del artículo 14 de la Ley 26549, Ley de los 
centros educativos. 

Modificase el numeral 14.2 del artículo 14 de la Ley 26549, Ley de los centros educativos 
privados, en los términos siguientes: 

"14.2 sin perjuicio de la obligación que, como regla general, se establece en el numeral 14.1 
del presente artículo; adicionalmente, se debe entregar, por escrito, la información a la que 
se refieren los literales b) y c) del precitado numeral a los usuarios del servicio educativo, 
como mínimo ciento cincuenta (150) días calendario antes de finalizar el año lectivo o 
período promocional en curso". 

III. MARCO NORMATIVO 

a) Legislación nacional 

- Constitución Política del Perú de 1993. 
- Reglamento del Congreso de la República. 
- Ley 28044, Ley General de Educación. 
- Ley 26549, Ley de los Centros Educativos Privados. 
- Ley 27665, Ley de Protección a la Economía Familiar respecto al pago de 

pensiones en Centros y programas educativos privados. 
- Decreto Legislativo 882, Ley de Promoción de la Inversión en Educación. 
- Decreto Ley 25762, Ley Orgánica del Ministerio de Educación. 
- Decreto de Urgencia 002-2020-MINEDU, que establece medidas para la lucha 

contra la informalidad en la prestación de servicios educativos de educación básica 
de gestión privada y para el fortalecimiento de la educación básica brindada por 
instituciones educativas privadas. 

IV. ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LEY 

a) Análisis técnico 

a.1. Problemática 

El proyecto de ley busca brindar soluciones a la problemática relacionada al aumento de la 
cuota de ingreso, el monto de la matrícula y la oportunidad del pago de las pensiones 
escolares. 

En ese sentido, el artículo 14 de la Ley 26549, Ley de los Centros Educativos Privados, 
establece la obligación de parte de los promotores de los centros educativos de poner en 
conocimiento de los padres de familia información, entre la información más relevante que 
debe comunicarse, tenemos: 
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> El monto y oportunidad de pago de la cuota de matrícula. 
> El monto, número y oportunidad de pago de las pensiones. 
> El monto y oportunidad de pago de la cuota de ingreso, así como la forma y el proceso 

de devolución de dicha cuota. 

Dicha información —se señala de manera expresa-debe ser remitida en un plazo no menor 
de treinta (30) días calendario antes de iniciarse el proceso de matrícula de cada año lectivo 
o período promocional. 

Sin embargo, según lo sostenido por el proyecto de ley bajo análisis este plazo no sería 
suficiente para que el padre de familia pueda tomar decisiones, pues si bien tiene la 
información, el periodo de postulación en los centros educativos (colegios) por lo general, 
ya han cerrado con algunos meses de anterioridad, no quedándole otra opción, al padre 
de familia, que continuar en el objetivo, pese a no estar conforme sobre el tratamiento 
económico que se le impone. 

Durante la pandemia en el país, se dictó el Decreto de Urgencia 002-2020 Decreto de 
Urgencia que establece medidas para la lucha contra la informalidad en la prestación de 
servicios educativos de educación básica de gestión privada y para el fortalecimiento de la 
educación básica brindada por instituciones, que modificó de forma sustancial la Ley 
26549, Ley de los centros educativos privados, estableciéndose por ejemplo la posibilidad 
de la devolución de la cuota de ingreso, pero lo que faltó en dicho instrumento, fue 
establecer un plazo mayor, (ya que solo consideró 30 días calendarios previos al término 
del año lectivo) para brindar información sobre las pensiones, posibles incrementos y la 
cuota de ingreso que regiría al año siguiente, por lo que proponemos que este sea al menos 
de ciento cincuenta días antes de que culmine el año lectivo, el mismo que coincide con el 
periodo en el cual, la mayoría de centros educativos privados, tiene abierto su proceso de 
ingreso de nuevos estudiantes, luego de ello la información ya no resulta útil para la toma 
de decisiones, sobre la continuidad o no en el centro educativo. 

A.2. Análisis del contenido del proyecto de ley 

El proyecto de ley materia del presente dictamen propone modificar el numeral 14.2 del 
artículo 14 de la Ley N° 26549, Ley de los Centros Educativos Privados: 

LEY QUE GARANTIZA LA OPORTUNA INFORMACIÓN SOBRE PAGO DE PENSIONES 
ESCOLARES, MODIFICANDO EL ARTÍCULO 14.2 DE LA LEY 26549, LEY DE LOS 

CENTROS EDUCATIVOS PRIVADOS 

Ley 26549, Ley de los Centros Educativos Proyecto de Ley 1187/2021-CR 
Privados 

Artículo 45. Información a entregar respecto Artículo 14. Información a entregar 
del servicio educativo respecto del servicio educativo 
(. --) 6-) 
14.2. Sin perjuicio de la obligación que, como 
regla general, se establece en el numeral 14.1 

14.2. Sin perjuicio de la obligación que, 
como regla general, se establece en el 

del presente artículo; adicionalmente, se debe numeral 14.1 del presente artículo; 
entregar, por escrito, la información a la que se adicionalmente, se debe entregar, por 
refieren los literales b) y c) del precitado numeral escrito, la información a la que se refieren 
a los usuarios del servicio educativo, como los literales b) y c) del precitado numeral a 
mínimo, treinta (30) días calendario antes de los usuarios del servicio educativo, como 
finalizar el año lectivo o período promocional en mínimo, ciento cincuenta (150) días 
curso. calendario antes de finalizar el año lectivo o 

período promocional en curso. 
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Durante los últimos años se ha avanzado de forma sustancial en la defensa de los derechos 
de los padres de familia, en cuanto a la información administrativa y financiera que deben 
brindar los colegios privados a los padres de familia. La cuota de ingreso, el monto de la 
matrícula, la oportunidad del pago de las pensiones, la imposibilidad de separar a un 
estudiante de sus clases por falta de pago de pensiones, son algunos de los aspectos que 
se han venido regulando para evitar abusos cometidos en contra de los padres de familia. 

Así, el artículo 14 de la Ley 26549, Ley de los centros educativos privados, establece la 
obligación de que los promotores de los centros educativos tienen que poner en 
conocimiento de los padres de familia información tal como: 

- El reglamento interno actualizado. 
- El monto y oportunidad de pago de la cuota de matrícula. 
- El monto, número y oportunidad de pago de las pensiones. 
- El monto y oportunidad de pago de la cuota de ingreso, así como la forma y el 

proceso de devolución de dicha cuota. 
- La información histórica del monto de las pensiones, la cuota de matrícula y la cuota 

de ingreso establecidas en los últimos cinco (05) años. 
- Retención de certificados de estudios por la falta de pago de pensiones. 
- Los requisitos, plazos y procedimiento para el ingreso de nuevos estudiantes, así 

como el número de vacantes disponibles. 
- El plan curricular de cada año lectivo. 
- Los sistemas de evaluación y control de asistencia de los estudiantes. 
- El calendario del año lectivo o período promocional y el horario de clases. 
- El número máximo de estudiantes por aula. 
- Los servicios de apoyo para los estudiantes, de contar con estos. 
- Las resoluciones de autorización del Sector Educación que sustenten los servicios 

educativos que se brindan. 
- Los datos de identificación del propietario o promotor y del director o director general 

de la institución educativa privada. 

Dicha información -se señala de manera expresa- que debe ser remitida en un plazo 
no menor de treinta (30) días calendario antes de iniciarse el proceso de matrícula de 
cada año lectivo o período promocional. 

Sin embargo, para la información relativa al 1) monto y oportunidad de pago de la cuota 
de matrícula y 2) al monto, número y oportunidad de pago de las pensiones, así como 
los posibles aumentos se indica, que esta debe ser remitida, como mínimo, treinta (30) 
días calendario antes de finalizar el año lectivo o período promocional en curso. 

Este último plazo, no es suficiente para que el padre de familia pueda tomar decisiones, 
pues si bien tiene la información, el periodo de postulación en los centros educativos 
(colegios) por lo general, ya ha cerrado con algunos meses de anterioridad, no 
quedándole otra opción al padre de familia, qué continuar en el colegio, pese a no estar 
conforme sobre el tratamiento económico que se le impone. 

El principio de información reviste primordial importancia en la defensa de derechos del 
consumidor, así nuestra Constitución señala... "Artículo 65: El estado defiende el 
interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el derecho a la 
información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el 
mercado..." 

b) Análisis sobre la necesidad, viabilidad y oportunidad del proyecto de ley 
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b.1. Control del cumplimiento de las exigencias establecidas en los artículos 75 y 
76 

Conforme a lo establecido en los artículos 75 y 76 del Reglamento del Congreso de 
la República, se ha verificado que el Proyecto de Ley 1187/2021-CR cumple con 
las exigencias señaladas en los mencionados artículos: i) la exposición de motivos 
contiene los fundamentos del proyecto de ley, ii) los efectos de la vigencia de la 
norma que se propone sobre el ordenamiento jurídico; y, iii) así como el análisis 
costo beneficio. 

b.2. Relación de la iniciativa con la Agenda Legislativa 2022-2023 y con el Acuerdo 
Nacional 

El Congreso de la República aprobó la Agenda Legislativa para el Periodo Anual de 
Sesiones 2022-2023, en cumplimiento de segundo párrafo del artículo 29 del 
Reglamento del Congreso de la República que establece que, al inicio del periodo 
anual de sesiones, los grupos parlamentarios presentan una propuesta detallando 
los temas o proyectos de ley que consideren necesario debatir y aprobar durante 
dicho periodo. 

La Agenda Legislativa es un instrumento concertado de planificación del trabajo 
parlamentario en materia legislativa y que el debate de los proyectos de ley allí 
contenidos tiene prioridad, tanto en las comisiones como en el Pleno del Congreso. 

La Agenda Legislativa para el Periodo Anual de Sesiones 2022-2023, tiene relación 
directa con las Políticas de Estado del Acuerdo Nacional, el mismo que establece 
como Segundo Objetivo la equidad y justicia social del país, y es bajo la Política de 
Estado N° 12 de "Acceso universal a una educación pública gratuita y de calidad y 
promoción y defensa de la cultura y el deporte" así en sus literales b) y d) precisa 
que el Estado eliminará las brechas de calidad entre la educación pública y la 
privada. La Agenda Legislativa 2022-2023 ha establecido que deben priorizarse los 
proyectos de ley que contengan medidas para promover la productividad, 
competitividad y el desarrollo económico, así como medidas a favor de los 
consumidores. 

c) Análisis del marco normativo y efecto de la vigencia de la norma 

c.1) Análisis del marco normativol 

La Constitución Política del Perú, dedica siete de sus artículos (desde el 13 al 19) a 
regular la educación en sus cuatro niveles: inicial, primaria, secundaria y 
universitaria. Así el artículo 13 establece que la finalidad de la educación es el 
desarrollo integral de la persona humana; asimismo que los padres de familia tienen 
el deber de educar a sus hijos, y el derecho de escoger los centros de educación y 
de participar en el proceso educativo. 

En esa misma línea el artículo 14 de la Carta Magna, dispone que "La educación 
promueve el conocimiento, el aprendizaje y la práctica de las humanidades, la 
ciencia, la técnica, las artes, la educación física y el deporte. Prepara para la vida, 
el trabajo y fomenta la solidaridad. ( .)". 

Análisis Técnico del PL 1392/2016-CR 
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Asimismo, los artículos 15 y 16 de la Carta Fundamental establecen que toda 
persona, natural o jurídica, tiene el derecho de promover y conducir instituciones 
educativas, conforme a ley; y disponen que el Estado coordina la política educativa, 
supervisa su cumplimiento y la calidad de la educación; asimismo eleva al máximo 
nivel normativo el deber del Estado de asegurar que nadie se vea impedido de 
recibir educación adecuada por razón de su situación económica. 

Dentro del mismo contexto, el Tribunal Constitucional máximo intérprete de la 
Constitución, ha reiterado en diversas ocasiones el criterio establecido en la STC 
04232-2004-AA/TC, respecto a que Y . .) la educación posee un carácter binario 
en razón de que no sólo constituye un derecho fundamental, sino también un 
servicio público, dado que se trata de una prestación pública que explicita una de 
las funciones - fines del Estado, de ejecución por el propio Estado o por terceros 
bajo fiscalización estatal, y que, indudablemente, constituye, además de un 
elemento esencial en el libre desarrollo de la persona, un bien de trascendental 
importancia en la función social del Estado recogido en los artículos 13 y 14 de 
nuestra Carta Magna y que se vincula directamente con el fortalecimiento del 
sistema democrático y con el desarrollo económico y social del país. 

Del mismo modo, el Acuerdo Nacional ha establecido como Política de Estado 12, 
dentro del rubro Equidad y Justicia Social, el 'Acceso universal a una educación 
pública gratuita y de calidad y promoción y defensa de la cultura y del deporte". Así 
en sus literales b) y d) precisa que el Estado eliminará las brechas de calidad entre 
la educación pública y la privada, así como entre la educación rural y la urbana; y, 
afianzará la educación básica de calidad, respectivamente. 

De la normativa constitucional antes mencionada, se colige que al ser la finalidad 
de la educación el desarrollo integral de la persona, preparándola para la vida tanto 
en conocimientos científicos y técnicos, como en la práctica de humanidades, es 
indudable que ella (la educación) se convierte en la mejor y principal herramienta 
para el desarrollo del país, por ello están importante el garantizar su acceso 
especialmente a los de menos recursos. 

De otro lado, nuestra Carta Magna en su artículo 65 señala que es labor del Estado 
la defensa de los intereses de los consumidores y usuarios, garantizando su 
derecho a la información sobre los bienes y servicios, entre otros, que se encuentren 
a su disposición. Ratificando los principios de libre iniciativa y a la tutela del 
consumidor como derechos fundamentales de las personas, tanto individual como 
colectivamente. 

Al respecto el Tribunal Constitucional ha establecido que corresponde al Estado 
asegurarse que los proveedores "(. . .) generen una plena accesibilidad de 
información a los consumidores y usuarios, acerca de los productos y servicios que 
les ofertan"; así como, y .) la autoridad y realidad absoluta de la información que 
el proveedor trasmite a los consumidores y usuarios en relación con las calidades, 
propiedades o características de los productos y servicios que las ofertan"; 
garantizando de esta manera el derecho a la información sobre los bienes y 
servicios que están a su disposición en el mercado para lo cual se requiere la 
consignación de datos veraces, suficientes, apropiados y fácilmente accesibles. 

En ese sentido, el Código de Protección y Defensa del Consumidor, aprobado 
mediante Ley 29751, en el Artículo 11 de su Título Preliminar, señala que dicho 
"Código tiene la finalidad de que los consumidores accedan a productos y servicios 
idóneos y que gocen de los derechos y los mecanismos efectivos para su 
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protección, reduciendo la asimetría informativa, corrigiendo, previniendo o 
eliminando las conductas y prácticas que afecten sus legítimos intereses. En el 
régimen de economía social de mercado establecido por la Constitución, la 
protección se interpreta en el sentido más favorable al consumidor, de acuerdo a lo 
establecido en el Código". 

Ahora bien, debe considerarse como consumidor del servicio educativo no sólo a 
los estudiantes -por cuanto son ellos quienes reciben directamente el servicio que 
brindan los centros educativos- sino también a los padres de familia, pues son ellos 
quienes adquieren o contratan el servicio educativo en beneficio de su grupo familiar 
como destinatario final del servicio adquirido, por lo que se les debe proveer de 
información necesaria que le permita elegir, entre las diversas opciones existentes 
en el mercado, el servicio educativo que va adquirir de manera libre. 

En ese sentido, el Código de Protección y Defensa del Consumidor, aprobado 
mediante Ley 29751 estableció como política pública que "El Estado garantiza el 
derecho a la información de los consumidores promoviendo que el sector público 
respectivo y el sector privado faciliten mayores y mejores espacios e instrumentos 
de información a los consumidores a fin de hacer más transparente el mercado, y 
vela porque la información sea veraz y apropiada para que los consumidores tomen 
decisiones de consumo de acuerdo con sus expectativas". 

Los consumidores tienen derecho a recibir una información oportuna, suficiente, 
veraz y fácilmente accesible, relevante para tomar una decisión o realizar una 
elección de consumo que se ajuste a sus intereses, así como para efectuar un uso 
o consumo adecuado de los servicios, conforme lo establece el propio Código de 
Protección y Defensa del Consumidor en su artículo 1 °. Esta información debe ser 
objetiva, cierta, eficaz, comprensible y suficiente de todos los productos, bienes y 
servicios puestos a su disposición para que permita al consumidor a realizar la 
elección que considere oportuna. 

En ese mismo sentido el artículo 3 de la Ley 28044, Ley General de Educación 
establece que el Estado garantiza el ejercicio del derecho a una educación integral 
y de calidad para todos, y también establece que la sociedad tiene la 
responsabilidad de contribuir a la educación y el derecho a participar en su 
desarrollo. 

Teniendo en cuenta lo anterior y desarrollando el precitado artículo 15 de la Carta 
Magna, con fecha 01 de diciembre de 1995, se publicó la Ley 26549, Ley de los 
Centros Educativos Privados con el fin de regular las actividades de los centros y 
programas educativos privados, estableciendo disposiciones relacionadas con la 
autorización de ingreso, participación de los padres de familia, supervisión y control, 
sanciones, entre otros. Posteriormente, con fechas 09 noviembre 1996 y 09 febrero 
2002, la citada Ley fue modificada mediante Decreto Legislativo N° 882 y Ley 
27665, respectivamente. 

c.2) Efecto de vigencia de la norma 

Luego del análisis del proyecto de ley que propone la modificación del numeral 14.2 
del artículo 14 de la Ley N° 26549, Ley de los centros educativos privados, se señala 
que la propuesta legislativa se da en estricto respeto de lo dispuesto en nuestra 
Constitución Política del Perú, de la Ley 28044 — Ley General de Educación, Ley 
26549 — Ley de los Centros Educativos Privados, y toda norma relacionada a la 
propuesta modificatoria. 
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La propuesta legislativa promueve el deber que tiene el Estado de asegurar que nadie 
se vea impedido de recibir educación adecuada por razón de su situación económica. 

A partir de su dación, la norma que se propone sería la herramienta valiosa para 
garantizar el derecho que tienen los padres de familia de escoger libremente los 
centros de educación, garantizar la transparencia entre la demanda y la oferta 
educativa en los colegios privados y garantizar la premoción del derecho a la 
información oportuna. 

d) Análisis de las opiniones e información solicitadas 

d.1)  Opiniones solicitadas: 

La Comisión solicitó opiniones a las siguientes instituciones: 

• Oficio P.O. 052-2022-2023-CODECO/CR, de fecha 10 de octubre de 2022, 
dirigido al Presidente de Alianza de escuelas Privadas. 

• Oficio P.O. 249-2021-2022-CODECO/CR, de fecha 13 de junio de 2022, dirigido 
a la Asociación de Colegios Particulares Amigos — ADECOPA. 

• Oficio P.O. 248-2021-2022-CODECO/CR, de fecha 13 de junio de 2022, dirigido 
a la Asociación de Colegios Privados de Lima ACOPRIL. 

• Oficio P.O. 247-2021-2022-CODECO/CR, de fecha 13 de junio de 2022, dirigido 
al Presidente de la Asociación Peruana de Consumidores (ASPEC). 

• Oficio P.O. 246-2021-2022-CODECO/CR, de fecha 13 de junio de 2022, dirigido 
al Ministro de Educación. 

• Oficio P.O. 245-2021-2022-CODECO/CR, de fecha 13 de junio de 2022, dirigido 
al presidente ejecutivo del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Defensa 
de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual - Indecopi. 

d.2)  Opiniones recibidas: 

La Comisión, a la fecha de elaboración del presente dictamen, recibió las 
siguientes opiniones: 

• Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (INDECOPI), mediante Oficio N° 000260-2022-
GEG/INDECOPI de fecha 15 de setiembre de 2022 suscrito por el Gerente 
General (e) Sr. Julio Martín Ubillús Soriano, traslada el Informe N° 00000146-
2022-DPC/INDECOPI suscrito por la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Protección del Consumidor, el mismo que opina que el proyecto de ley resultaría 
viable con algunas observaciones. 

• Ministerio de Educación (MINEDU), mediante Oficio N° 175-2022-
MINEDU/DM suscrito por el Ministro de Educación señor Rosendo Leoncio 
Serna Román, adjunta el Informe N° 269-2022-M INEDU/SG-OGAJ suscrito por 
la Oficina General de Asesoría Jurídica, mediante el cual opina que el proyecto 
de ley no es viable. 
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• Asociación Peruana de Consumidores (ASPEC), mediante Oficio N° 07-
2022-ASPEC/PRES suscrito por el señor Crisólogo Cáceres Valle, presidente 
de la Asociación. 

e) Análisis de las opiniones recibidas 

I) El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (Indecopi) 

Mediante Oficio 000260-2022-GEG/INDECOPI de fecha 15 de setiembre de 2022 
suscrito por el Gerente General (e) Sr. Julio Martín Ubillús Soriano, adjunta el 
Informe N° 00000146-2022-DPC/INDECOPI suscrito por la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Protección del Consumidor. 

Al respecto, emite opinión favorable señalando algunas observaciones, conforme 
el siguiente detalle: 

III. CONCLUSIONES 

Sobre la base de las consideraciones expuestas, el Proyecto de Ley N° 
1187/2021-CR, Proyecto de Ley por el que se propone la Ley que garantiza 
la oportuna información sobre el pago de pensiones escolares modificando 
el artículo 14.2 de la Ley 26549, Ley de los centros educativos privados, 
resultaría viable con las siguientes observaciones: 

(O El plazo de 150 días calendario, propuesto por el Proyecto de Ley, para 
que las instituciones educativas trasladen a los padres de familia 
información sobre el pago de pensiones escolares generaría que dichos 
proveedores informen tales condiciones en los meses de julio o agosto, 
lo que podría implicar que en tal fecha no cuente la información 
pertinente que les permita proyectar y establecer dicho concepto para 
el siguiente año lectivo. 

00 Se sugiere considerar un plazo promedio de noventa (90) días 
calendario como mínimo, para que las instituciones educativas brinden 
la información propuesta en el Proyecto de Ley, ello considerando que, 
actualmente la Ley N° 26549 ya establece como obligación de las 
instituciones educativas informar sobre el histórico de las condiciones 
económicas establecidas en los últimos cinco años, información que 
resulta complementaria para los padres de familia a fin de tomar 
decisiones de consumo que se adapten a sus intereses. 

(iii) Considerando que la información que debe ser brindada a los 
consumidores sobre las condiciones económicas del servicio 
educativo se encuentra reconocida en el Código de Protección y 
Defensa del Consumidor, sin precisar plazos, como si lo hace la Ley 
26549, resultará pertinente el análisis de viabilidad por parte del 
Ministerio de Educación, a efectos de determinar si el plazo previsto 
actualmente en dicha norma puede ser mejorado para una mayor 
protección a los consumidores y/o usuarios, sobre la base de/principio 
de protección mínima. 
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La Comisión coincide con las precisiones realizadas por el lndecopi y en ese sentido 
replantea la propuesta en un texto sustitutorio en que se considera un plazo 
promedio de 90 días calendario como mínimo para brindar la información relativa al 
pago de pensiones y matrícula, (del próximo año) con la debida anticipación, para 
qué, el padre de familia pueda decidir si mantiene a su hijo en dicho centro educativo 
o busca otras alternativas que se adecuen a sus ingresos económicos. 

ii) Ministerio de Educación (MINEDU) 

Mediante Oficio 175-2022-MINEDU/DM suscrito por el Ministro de Educación señor 
Rosendo Leoncio Serna Román, adjunta el Informe N° 269-2022-MINEDU/SG-
OGAJ suscrito por la Oficina General de Asesoría Jurídica, mediante el cual opina 
que el proyecto de ley no sería viable, conforme al siguiente detalle: 

Opinión técnica de la Dirección de Gestión Escolar 
2.3 La DIGE, mediante el Informe N° 039-2022-MINEDU/VMGI-DIGC-DIGE, concluyó 
que el Proyecto de Ley no es viable, por lo siguiente: 

La modificación propuesta al numeral 14.2 del artículo 14 de la Ley N° 26549, se orienta 
solo a la modificatoria de/plazo, ampliándolo de 30 a 150 días calendario2. La Exposición 
de Motivos del Proyecto de Ley sostiene que el plazo de 30 días calendario antes de 
finalizar el año lectivo o periodo promocional en curso, "no es suficiente para que el padre 
de familia pueda tomar decisiones, pues si bien tiene la información, el periodo de 
postulación en los centros educativos (colegios) por lo general, ya ha cerrado con 
algunos meses de anterioridad, no quedándole otra opción al padre de familia, qué 
continuar en el colegio, pese a no estar conforme sobre el tratamiento económico que se 
le impone." 

2 Ley N° 26549, Ley de los Centros Educativos Privados Artículo 
14.- Información a entregar respecto del servicio educativo 
14.1 La institución educativa privada se encuentra obligada a brindar a los usuarios del servicio educativo, en forma veraz, 
suficiente, apropiada y por escrito, en un plazo no menor de treinta (30) días calendario antes de iniciarse el proceso de 
matrícula de cada año lectivo o período promocional, como mínimo, la siguiente información: a) El reglamento interno 
actualizado. b) El monto y oportunidad de pago de la cuota de matrícula. La cuota de matrícula no puede exceder al importe 
de una pensión mensual. c) El monto, número y oportunidad de pago de las pensiones, así como los posibles aumentos. Las 
pensiones son una por cada mes de estudios del respectivo año lectivo o período promocional. d) El monto y oportunidad de 
pago de la cuota de ingreso, así como la forma y el proceso de devolución de dicha cuota según las disposiciones 
establecidas por el Ministerio de Educación en el reglamento de la presente Ley. e) La información histórica de/monto de las 
pensiones, la cuota de matrícula y la cuota de ingreso establecidas en los últimos cinco (05) años. En el supuesto que la 
institución educativa privada cuente con menos de cinco (05) años de funcionamiento, la información histórica corresponde 
a todos los años que tiene desde que obtuvo la autorización para prestar servicios. O Si efectúa la retención de certificados 
de estudios por la falta de pago de pensiones, conforme a lo establecido en el párrafo 16.1 del artículo 16 de la presente Ley. 
g) Los requisitos, plazos y procedimiento para el ingreso de nuevos estudiantes, así como el número de vacantes disponibles. 
h) El plan curricular de cada año lectivo o período promocional, detallando su duración, contenido, metodología y sistema 
pedagógico del referido plan curricular. ñ Los sistemas de evaluación y control de asistencia de los estudiantes. j) El 
calendario del año lectivo o período promocional y el horario de clases. k) El número máximo de estudiantes por aula. I) Los 
servicios de apoyo para los estudiantes, de contar con estos. m) Las resoluciones de autorización del Sector Educación que 
sustenten los servicios educativos que se brindan. n) Los datos de identificación del propietario o promotor y del director o 
director general de la institución educativa privada, de acuerdo con lo establecido en la Ley N°29733, Ley de Protección de 
Datos Personales. o) Cualquier otra información relacionada con los servicios educativos que ofrece la institución educativa 
privada y que sea de relevancia para los usuarios de tales servicios. 
14.2 Sin perjuicio de la obligación que, como regla general, se establece en el numeral 14.1 del presente artículo; 
adicionalmente, se debe entregar, por escrito, la información a la que se refieren los literales b) y c) del precitado numeral a 
los usuarios del servicio educativo, como mínimo, treinta (30) días calendario antes de finalizar el año lectivo o período 
promocional en curso. 
14.3 El incumplimiento de alguna de las obligaciones contempladas en los literales a) al n) del numeral 14.1 del presente 
artículo es pasible de la imposición de sanción administrativa, de acuerdo con las reglas que se especifican en el reglamento 
de la presente norma. 
14.4 Las instituciones educativas privadas deben permitir a los usuarios del servicio educativo obtener copias físicas o 
digitales de la información a la que se refiere el numeral 14.1 de/presente artículo. 
14.5 El director de la institución educativa privada está obligado a enviar ala Unidad de Gestión Educativa Local competente, 
de manera completa y precisa, a través de los medios y/o sistemas informáticos que el Ministerio de Educación establezca 
para estos fines, la información a la que se refiere el numeral 14.1 del presente artículo, en los plazos y la forma que se 
especifican en el Reglamento de la presente Ley. 
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Respecto de la justificación expuesta para la modificatoria del plazo, cabe precisar que, 
el numeral 14.1 del artículo 14 la Ley N° 26549, establece la regla general que toda 
institución educativa (en adelante, 1E) privada debe brindar a los usuarios del servicio 
educativo en un plazo de 30 días calendario antes de/inicio del proceso de matrícula la 
siguiente información: 
a) El reglamento interno actualizado. 
b) El monto y oportunidad de pago de la cuota de matrícula. La cuota de matrícula no 
puede exceder al importe de una pensión mensual. 
c) El monto, número y oportunidad de pago de las pensiones, así como los posibles 
aumentos. Las pensiones son una por cada mes de estudios del respectivo año lectivo 
o período promocional. 
d) El monto y oportunidad de pago de la cuota de ingreso, así como la forma y el proceso 
de devolución de dicha cuota, según las disposiciones establecidas por el Ministerio de 
Educación en el reglamento de la presente Ley. 
e) La información histórica del monto de las pensiones, la cuota de matrícula y la cuota 
de ingreso establecidas en los últimos cinco (05) años. En el supuesto que la institución 
educativa privada cuente con menos de cinco (05) años de funcionamiento, la 
información histórica corresponde a todos los años que tiene desde que obtuvo la 
autorización para prestar servicios. 
O Si efectúa la retención de certificados de estudios por la falta de pago de pensiones, 
conforme a lo establecido en el párrafo 16.1 del artículo 16 de la presente Ley. 
g) Los requisitos, plazos y procedimiento para el ingreso de nuevos estudiantes, así 
como el número de vacantes disponibles. 
h) El plan curricular de cada año lectivo o período promocional, detallando su duración, 
contenido, metodología y sistema pedagógico del referido plan curricular. 
i) Los sistemas de evaluación y control de asistencia de los estudiantes. 
j) El calendario del año lectivo o período promocional y el horario de clases. 
k) El número máximo de estudiantes por aula. 
I) Los servicios de apoyo para los estudiantes, de contar con estos. 
m) Las resoluciones de autorización del Sector Educación que sustenten los servicios 
educativos que se brindan. 
n) Los datos de identificación del propietario o promotor y del director o director general 
de la institución educativa privada, de acuerdo con lo establecido en la Ley N° 29733, 
Ley de Protección de Datos Personales. 
o) Cualquier otra información relacionada con los servicios educativos que ofrece la 
institución educativa privada y que sea de relevancia para los usuarios de tales servicios. 

Es preciso señalar que les corresponde a las IE privadas determinar la fecha de inicio de 
su proceso de matrícula. En consecuencia, si la IE privada determinó iniciar su proceso 
de matrícula el 1 de octubre de 2021, esta debió informar, como máximo hasta el 1 de 
setiembre de 2021, toda la información que establece el numeral 14.1 de la Ley N° 
26549. 

En esa línea, el numeral 14.2 del artículo 14 de la Ley N° 26549, establece de manera 
complementaria a lo señalado en el numeral 14.1 del citado articulado que la IE privada 
debe entregar la información referida al monto, número y oportunidad de pago de las 
pensiones; así como, el monto y oportunidad de pago de la matrícula. 

Volviendo al ejemplo anterior, si la IE privada inició su proceso de matrícula el 1 de 
octubre de 2021, y cerró su año escolar el 31 de diciembre, ello implica que la IE privada 
no solo debe enviar la información señalada en el numeral 14.2 hasta el 1 de diciembre 
como máximo, sino que tendrá que cumplir también con la regla general dispuesta en el 
numeral 14.1, es decir, para el referido ejemplo como máximo hasta el 1 de setiembre. 

En ese sentido, la legislación vigente resguarda que los padres, madres, tutores o 
representantes legales según corresponda, cuenten con información de manera previa 
a/ inicio del proceso de matrícula, a fin de que tomen la decisión de continuar o no durante 
el siguiente año escolar. 

11 



CONGRESO 
REPÚBLICA 

'centenario 
44,10~k• 

Comisión de Defensa del Consumidor y 
Organismos Reguladores de los Servicios Publicos 

En consecuencia, la propuesta de modificación no resulta necesaria, ya que el problema 
descrito en la exposición de motivos se encuentra cubierto con lo dispuesto en el numeral 
14.1 del artículo 14 de la Ley N° 26549. 

De igual forma, cabe hacer mención que un punto a informar por parte de la IE privada 
a los usuarios del servicio educativo en el marco de lo señalado en el numeral 14.1 del 
artículo 14 de la Ley N° 26549, es que debe informar respecto de los datos históricos de 
las pensiones mensuales, cuota de matrícula y cuota de ingreso, de los últimos 05 años, 
ello le permitirá a los padres, madres, tutores o representantes legales según 
corresponda, conocer las fluctuaciones de aumento de dichos conceptos, con lo cual 
podrán proyectarse si continuar o no en los siguientes años, a causa de dichas 
variaciones. 

De otro lado, durante el año 2021, desde el MINEDU, se implementó la Estrategia de 
Supervisión a IE privadas, mediante la cual se fortaleció las capacidades de las 
DRE/GRE y UGEL que contaban con mayor cantidad de IE privadas bajo su competencia 
territorial. Es así que, durante el 2021, 29 UGEL en 11 DRE/GRE2 supervisaron 
aproximadamente 4900 IE privadas respecto del traslado de información a los usuarios 
del servicio educativo establecido en el numeral 14.1 del artículo 14 de la Ley N° 26549. 

Igualmente, para el 2022, en congruencia con lo descrito en el párrafo precedente, el 
MINEDU viene fortaleciendo a las mismas 29 UGEL en 11 DRE/GRE, a fin de que se 
verifique el cumplimiento del citado articulado. 

III. CONCLUSIÓN: 

En virtud de lo señalado por la DICE en el Informe N° 039-2022-MINEDUNMGI-
DIGCDIGE, se concluye que el Proyecto de Ley N° 1187/2021-CR no es viable, debido 
a que la propuesta de modificación no es necesaria, ya que el problema que busca 
resolver - que está referido a que la información que se brinda al padre de familia sobre 
el pago de pensiones, se realice de manera oportuna, con al menos 150 días calendarios 
previos al término del año lectivo- se encuentra cubierto con lo dispuesto en el numeral 
14.1 del artículo 14 de la Ley N° de la Ley N° 26549, Ley de los Centros Educativos 
Privados. 

La Comisión ha evaluado cada una de las precisiones expuestas por el MINEDU y 
considera que el plazo actual de 30 días calendario para informar a los padres de 
familia sobre los incrementos en el monto de pensiones no es suficiente para que 
el padre de familia pueda tomar decisiones frente a un aumento de las pensiones y 
matrículas, por lo que al ampliar dicho plazo se contaría con más tiempo para tomar 
una decisión informada respecto a la continuación o no del servicio educativo en 
determinado colegio y buscar otra institución educativa que se adecue a sus 
ingresos económicos. 

iii) Asociación Peruana de Consumidores y Usuarios (ASPEC) 

Mediante Oficio 07-2022-ASPEC/PRES suscrito por el señor Crisólogo Cáceres 
Valle, en su calidad de Presidente de la referida asociación, manifiesta su 
conformidad frente al Proyecto de Ley 1187/2021-CR, por cuanto el establecimiento 
de un plazo de 150 días calendario antes de la finalización del año lectivo para 
informar a los padres de familia sobre los incrementos en el monto de pensiones 
para el año siguiente, viene a llenar un vacío legal sobre el tema y garantizan la 
vigencia plena del derecho a la información que asiste a los consumidores. 

La Comisión coincide con la ampliación del plazo para informar a los padres de 
familia sobre los incrementos en el monto de pensiones para el año siguiente, sin 
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embargo respalda la propuesta del Indecopi que propone un plazo prudencial de 90 
días calendario. 

f) Análisis costo beneficio 

La presente iniciativa legislativa no demanda costo al erario nacional, por cuanto se 
busca ampliar un plazo ya previsto en la norma para que los promotores de centros 
educativos privados pongan a disposición de los padres de familia información las 
pensiones y matrícula que rigen para el siguiente año, incluido los posibles 
aumentos. 

Los potenciales beneficiados serán los padres familia que solventa el cobro del 
servicio educativo privado, que, con la información oportuna, podrán optar por 
decidir si mantienen a sus hijos en su centro educativo privado o deben iniciar los 
trámites para el cambio de colegio. 

En ese sentido, el presente proyecto de ley permitirá que el Estado garantice que 
nadie se vea impedido de recibir educación conforme a su situación económica 
actual. 

El Texto Sustitutorio que propone el presente dictamen presenta las siguientes 
incidencias: 

Incidencia para los padres de familia 

Costo Beneficios 

Ninguno 
• Acceso a la información de pensiones 

mensuales y matrículas futuras. 

• Toma de decisiones informadas con respecto al 
servicio educativo brindado por parte de los 
colegios privados. 

• Mejor planificación del presupuesto familiar. 

Incidencia para el Estado/MINEDU 

Costo Beneficios 

Fiscalización a los Centros 
Educativos Privados en el 
cumplimiento del nuevo plazo. 

• 

• 

• 

Garantiza el derecho que tienen los 
padres de familia de escoger 
libremente los centros de educación. 

Garantizar una educación adecuada 
por razón de su situación económica. 

Transparencia entre la demanda y la 
oferta educativa en los colegios 
privados. 
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• Promoción del derecho a la 
información oportuna. 

Incidencia para colegios educativos privados 

Ninguno 

e efic os 

• Transparencia con los consumidores de 
servicios educativos. 

• Contar con el tiempo oportuno para 
elaborar de manera anticipada su 
presupuesto, estructura de costos y 
programación de actividades futuras. 

V. CONCLUSIÓN 

Por las consideraciones expuestas, la Comisión de Defensa del Consumidor y 
Organismos Reguladores de los Servicios Públicos, de conformidad con lo establecido 
en el literal b) del artículo 70 del Reglamento del Congreso de la República, 
recomienda la APROBACIÓN del Proyecto de Ley 1187/2021-CR, con el siguiente 
texto sustitutorio: 

TEXTO SUSTITUTORIO 

LEY QUE MODIFICA LA LEY 26549, LEY DE LOS CENTROS EDUCATIVOS 
PRIVADOS, AMPLIANDO EL PLAZO PARA BRINDAR INFORMACIÓN DE PAGOS 

DE PENSIONES Y MATRÍCULA 

Artículo único. Modificación del artículo 14 de la Ley 26549, Ley de los centros 
educativos privados 

Se modifica el párrafo 14.2 del artículo 14 de la Ley 26549, Ley de los centros educativos 
privados, en los términos siguientes: 

"Artículo 14.- Información a entregar respecto del servicio educativo 

1-1 

14.2 Sin perjuicio de la obligación que, como regla general, se establece en el 
numeral 14.1 del presente artículo; adicionalmente, se debe entregar, por 
escrito, la información a la que se refieren los literales b) y c) del precitado 
numeral a los usuarios del servicio educativo, como mínimo, noventa días 
calendario antes de finalizar el año lectivo o período promocional en curso." 

Dese cuenta 
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ACTA DE LA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA 
DE LA COMISIÓN DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR Y 

ORGANISMOS REGULADORES DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
PERIODO ANUAL DE SESIONES 2022-2023 

Sala Francisco Bolognesi / Plataforma Microsoft Teams 
Lunes 14 de noviembre de 2022 

Resumen de acuerdos: 

• Se aprobó, por unanimidad, el predictamen recaído los proyectos de ley 789/2021-CR y otros. 
• Se aprobó, por unanimidad, el predictamen recaído en el Proyecto de Ley 1187/2022-CR. 
• Se aprobó, por mayoría, el predictamen negativo recaído en el Proyecto de Ley 1056/2021-CR. 
• Se aprobó la dispensa del trámite de lectura y aprobación del acta para ejecutar los acuerdos. 

En la Sala Francisco Bolognesi del Palacio Legislativo del Congreso de la República y desde la 
plataforma Microsoft Teams, siendo las 11 h 15 min del día lunes 14 de noviembre de 2022, 
verificado que se contaba con el quórum reglamentario que, para la presente sesión, era de 7 
congresistas, el congresista Elías Marcial VARAS MELÉNDEZ, presidente de la Comisión, dio 
inicio a la sétima sesión ordinaria de la Comisión de Defensa del Consumidor y Organismos 
Reguladores de los Servicios Públicos, correspondiente al periodo anual de sesiones 2022-2023, 
con la asistencia de los congresistas titulares CALLE LOBATÓN, Digna; TUDELA GUTIÉRREZ, 
Adriana; BARBARÁN REYES, Rosangella; BAZAN NARRO, Sigrid; CICCIA VÁSQUEZ, Miguel 
Ángel; CORDERO JON TAY, Luis Gustavo; FLORES ANCACHI, Jorge Luis y OBANDO 
MORGAN, Auristela; así como la congresista accesitaria CORDERO JON TAY, María. 

También se dio cuenta de las licencias oficiales/justificaciones de asistencia de los congresistas 
MORANTE FIGARI, Jorge; TAIPE CORONADO, María; BERMEJO ROJAS, Guillermo y 
ALEGRIA GARCÍA, Arturo. 

I. ACTA 

El PRESIDENTE puso a consideración las actas de la quinta sesión ordinaria, de fecha 17 de 
octubre de 2022 y la sexta sesión ordinaria, de fecha 7 de noviembre de 2022, que fueron 
aprobadas en sus oportunidades por unanimidad, con dispensa de su lectura; no habiendo 
observación, se dejó constancia de sus aprobaciones. 

II. DESPACHO 

El PRESIDENTE dio cuenta que el 26 de octubre pasado, la comisión organizó el foro 
internacional referido a la necesidad de creación de una superintendencia de consumo. Dicho 
foro virtual se llevó a cabo con la participación de destacados especialistas de las hermanas 
repúblicas de Brasil, Chile y Santo Domingo. 

Así también, la presidencia dio cuenta que el jueves 3 de noviembre del presente, se llevó a cabo 
la ceremonia de la reapertura de la plataforma de atención al consumidor, en el marco del 
convenio interinstitucional entre el Congreso de la República y el Instituto Nacional de Defensa 
de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual, por el cual esta comisión tiene 
a su cargo esta oficina de atención que estuvo cerrada por cerca de dos años. Asimismo, refirió 
que en la ceremonia se contó con la presencia del señor congresista José Williams, presidente 
del Congreso de la República; señora Digna Calle, segunda vicepresidenta, que es también 
vicepresidenta de la comisión y además, se contó con destacados congresistas y con la 
presencia del presidente del lndecopi. 
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Finalmente, la presidencia dio cuenta que se convocará a sesión extraordinaria para el miércoles 
16 de noviembre del presente, con un único tema, que es el tratar la actual problemática que 
afecta a millones de ciudadanos que están a la espera de la devolución de sus aportes al Fonavi. 
Para dicha sesión se ha cursado invitación a la comisión ad hoc en su conjunto a fin que 
expliquen por qué hasta la fecha no se ha procedido con la devolución aprobada por el congreso 
de la república. 

III. INFORMES 

No hubo informes. 

IV. PEDIDOS 

El PRESIDENTE señaló que, no habiendo pedidos, se pasaría a la estación del orden del día. 

V. ORDEN DEL DÍA 

El PRESIDENTE indicó que, como primer punto del orden del día, se tiene programado el tema 
de plan de trabajo del Osinergmin en materia de protección y defensa del usuario del servicio de 
energía; le recordó que, se requirió la presencia del señor Omar Franco Chambergo Rodríguez, 
presidente del Consejo Directivo del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
— Osinergmin, en ese entendido, se le invitó para que explique dicho plan de trabajo, a quien le 
dio la bienvenida y a su equipo técnico, y se le otorgó el uso de la palabra. 

El señor CHAMBERGO RODRÍGUEZ, mediante el uso de diapositivas, se refirió, en primer lugar, 
al contenido y los alcances de las funciones de Osinergmin, canales de atención de los 
consumidores, regulación, y supervisión orientada al consumidor. 

Siguiendo con su exposición, trató con detalles, sobre los puntos del plan de acción institucional 
del Osinergmin, plan de acción de regulación, plan de acción de fiscalización a las empresas 
comercializadoras de combustibles líquidos, plan de acción de fiscalización a las empresas de 
electricidad, plan de acción de fiscalización a las empresas de gas natural, plan de atención al 
consumidor y sobre el plan de atención de reclamos del consumidor, y de apelaciones. Asimismo, 
abordó mediante la visualización de estadística sobre las acciones en forma general del gas 
natural, regulación de distribución eléctrica y regulación de gas natural e hidrocarburos líquidos, 
entre otros temas en atención al ciudadano consumidor. Al mismo tiempo, refirió que dejó las 
presentaciones de la información en la comisión. 

Complementado el tema en cuestión, explicó e ilustró sobre las propuestas normativas 
planteadas, en primer lugar, en el aspecto de sus actividades, inversiones y acciones de la 
electricidad; propuestas normativas de hidrocarburos líquidos, GLP a nivel nacional; y propuestas 
normativas de Gas Natural, nuevas normas que regulen infraestructura del almacenamiento del 
GNL a nivel nacional y nuevas normas que regulen la seguridad de suministro del gas natural a 
nivel nacional. 

El PRESIDENTE ofreció la palabra a los congresistas que quisieran transmitir sus inquietudes u 
opiniones respecto a la exposición del superintendente. 

Luego, señaló que de acuerdo con la Ley 31595, Ley que promueve la descontaminación 
ambiental y establece el retiro del cableado aéreo en desuso o en mal estado en las zonas 
urbanas del país, en el cual se solicita que en un plazo de 24 horas se debe retirar los cables 
eléctricos que están en un estado de desuso, sin embargo, en su plan de trabajo no hacen 
referencia de alguna acción o sugerencia que habrían realizado. Por otro lado, dijo que en la 
presente exposición han comentado sobre la web en la plataforma el facilito. Al respecto, observó 
e indicó que se ha ingresado a esa plataforma y refiere que los balones de gas de 10 kilos están 

2 



; citü 

CONGRESO
REPÚBLICA 

CBicentenario 
...........~. 

Comisión de Defensa del Consumidor y 
Organismos Reguladores de los Servicios Públicos 

a 23 soles, pero se sabe que el costo esta alrededor 46 soles. Así también, observó y alertó 
sobre la escasez de gas en las diferentes surtidoras de los grifos, a lo que señaló que, 
lamentablemente no se ha visto las acciones de fiscalización, por lo que preguntó, de qué manera 
se ha accionado para evitar estos hechos, que ocurrió en su momento. Con respecto a la 
situación de las empresas mineras, dijo que considerando que dentro de las funciones del 
Osinergmin es la de brindar las licencias para su formalidad, por lo que preguntó, qué acciones 
de fiscalización se han planificado al respecto. Por último, señaló que le preocupa sobre la 
atención oportuna que se deben de brindar a los ciudadanos, toda vez que se pasan reclamando 
de manera permanente a las diferentes proveedoras, sobre tarifas y facturación, por lo que 
preguntó, en cuánto tiempo le entregan al usuario el resultado ya sea positivo o negativo de la 
queja o informe que han solicitado. Al mismo tiempo, ilustró de los casos y atención de las oficinas 
descentralizadas, que al parecer no hay afluencia de usuarios, a lo que indicó que de pronto 
faltarían estrategias de llegar al ciudadano. 

Al respecto, el señor CHAMBERGO RODRÍGUEZ dijo que, en cuanto a la ley del retiro de los 
cables, alertó que, en el estudio de esta ley, no se le habría pedido comentarios. Sobre ello, dijo 
que habría problemas, dado que el costo del retiro del cable va a ser cargado a la tarifa del 
usuario, por lo que consideran que se tendría que evaluar y revisar de cuál va a ser el impacto 
para establecer el mecanismo y de cómo es que se va a financiar para evitar golpear al 
ciudadano; entonces refirió que van a hacer llegar el análisis de esta problemática que han 
realizado para ser revisado. 

Con relación a que la figura en la plataforma del facilito que el balón de gas estaría costando 23 
soles, pidió que le hagan llegar dicha información, porque en su registro no figura ese precio. 
Respecto al escasez que se dio de combustible en el país en los últimos meses, alertó que hay 
problemas en su ejecución, que es la falta de disponibilidad de capacidad de almacenamiento 
que se tiene en el país, por ello se ha planteado una serie de proyectos al ministerio, para que 
se considere la ampliación de infraestructura de almacenamiento tanto de GLP y del combustible 
líquido; al mismo tiempo, explicó sobre las implicancias y de las consecuencias que habría 
originado la escasez. En cuanto a las actividades mineras, refirió que se viene supervisando y 
fiscalizando de cada uno de los componentes mineros y que tienen los informes periodísticos de 
la supervisión en los depósitos de desmonte, etc., y que, si es necesario, lo puede compartir la 
información. Luego, trató en torno a las oficinas descentralizadas que brindan atención y dio a 
conocer la falta de presupuesto, y personal, añadió que cualquier información que le soliciten, se 
le puede hacer llegar. Seguidamente, le dio el uso de la palabra a la señora Fátima Mercado, 
representante de Osinergmin para que complemente los detalles sobre las atenciones y los 
plazos de las solicitudes de reclamos de los usuarios. 

La señora FÁTIMA MERCADO complementado la pregunta del plazo de los reclamos, explicó 
sobre el contenido de las normativas que cuentan para la aplicación de estas acciones y sobre 
las campañas que están realizando en las provincias, en donde se les hace saber a los usuarios 
de sus derechos, y sobre los servicios que brinda la entidad. Además, ahondó sobre los 
proyectos relacionado al servicio que han iniciado en varios lugares del interior del país. 

El PRESIDENTE le recomendó que como estrategia se debería de hacer audiencias 
descentralizadas, donde deben participar representantes del Osinergmin y usuarios. La otra 
recomendación es que traten que las personas que atiendan en las oficinas descentralizadas, 
sean propias de la región, para una mejor atención. 

_o_ 

Continuando con el orden del día, el PRESIDENTE señaló que en el punto 2 de la agenda se 
tiene el tema de la protección a los usuarios de servicios de salud y para ver este aspecto, se ha 
invitado al señor Juan Carlos Velasco Guerrero, superintendente de la Superintendencia 
Nacional de Salud — Susalud, quien se encuentra acompañado del señor Milcíades Reátegui 
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Sánchez, superintendente adjunto, y del señor Julio César Niño Bazalar, gerente general de 
Superintendencia Nacional de Salud - Susalud. 

Al respecto, indicó que en esta comisión se acordó de solicitar al consejo directivo que se nos 
deriven el Proyecto de Ley 3100/2022-CR, por el que se propone la ley que establece como 
organismo regulador a la superintendencia nacional de aseguramiento en salud - Susalud, para 
que sea decretado extraordinariamente a la comisión, con el fin de ser dictaminado, decisión que 
está pendiente desde el 10 de octubre de 2022. Sin embargo, siendo un tema de total 
trascendencia para nuestra comisión y siendo de nuestra competencia la protección a los 
usuarios de servicios de salud es que, se ha convocado al superintendente, a quien le dio la 
bienvenida y le concedió el uso de la palabra. 

El señor VELASCO GUERRERO, mediante el uso de diapositivas, se refirió, en principio, a las 
funciones y competencias sobre la relación entre consumidores y los sistemas de seguros en 
materia de productos de salud, promoviendo el acceso universal como política pública de 
atención integral de la salud pública, en el marco de la Ley 29571. 

Luego, trató sobre la supervisión del acceso a los servicios a efecto de que sean otorgado con 
calidad, oportunidad, disponibilidad y aceptabilidad, y abordó sobre los alcances de los servicios 
de las IPRESS o IAFAS hacia los usuarios, en el marco de: DS 008-2014-SA, DS 020-2014-SA, 
DS 031-2014-SA y DS 026-2015- SA. Seguidamente, explicó sobre las funciones y competencias 
sobre los aspectos financieros de los sistemas de seguros y reaseguros, propiciando una mayor 
confianza y adecuada protección de los intereses del público usuario en el marco de la Ley 
26702. 

Prosiguiendo con su exposición, aclaró que la institución de Susalud es un organismo técnico 
especializado y que no es organismo regulador. Asimismo, abordó sobre la normativa de 
competencia a Susalud y argumentó de porque deben de ser un organismo regulador. Desarrolló 
sobre los alcances de la cobertura universal en salud a nivel nacional e ilustró sobre los derechos 
de las personas usuarias, gestión inclusiva, lenguas nativas y originarias, al mismo tiempo, 
detalló sobre los diferentes canales de atención que brindan. 

Por otro lado, señaló que han supervisado a las IPRESS, UGIPRESS y IAFAS a nivel nacional y 
explicó con relación a la fiscalización, sanciones; y situación de las denuncias en sus diferentes 
ámbitos y lugares. Así también, abordó sobre la desconcentración de la superintendencia 
nacional de salud. 

Complementado su exposición, detalló e ilustró sobre las propuestas normativas modificatorias 
para ser ente regulador, como a la Ley 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la 
Inversión Privada en los Servicios Públicos y Ley 26842, Ley General de Salud y el Decreto 
Legislativo N°1158, Ley de creación de SUSALUD. 

Finalmente, mediante el uso de diapositivas, dio a conocer sobre los alcances el tema del 
gobierno digital en salud, además, señaló que tenido coordinaciones con todas las aseguradoras, 
incluyendo a la Reniec. Al mismo tiempo, explicó sobre las bondades de la acreditación del 
asegurado en línea y dijo que esta plataforma de salud es el nuevo estándar a nivel nacional, y 
que ello va a ayudar al consumidor, dado que el paciente estando en cualquier lugar de salud, 
se podrá ingresar a sus datos. Ante ello, dijo que se necesita el apoyo de la comisión, para que 
Susalud pueda ser un órgano regulador, habida cuenta es lo que necesita el país para trascender 
en el tiempo. 

El PRESIDENTE ofreció la palabra a los congresistas que quisieran transmitir sus inquietudes u 
opiniones respecto a la exposición del superintendente. 
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Seguidamente, señaló que entiende que, para garantizar la calidad de salud, se necesita ver la 
regulación, tanto del consumidor como del proveedor, al mismo tiempo preguntó, sí que van a 
trabajar sobre los ofertantes finales que son las IPRESS o sobre las IAFAS. Por otro lado, sobre 
las sanciones impuestas, preguntó, de cuántas han cobrado al 100 % porque se han puesto 
sanciones y se supone que estas van acompañadas de UIT, y a cuánto asciende el monto por 
cobrar de dichas sanciones impuestas. Asimismo, preguntó, en qué tiempo se demora Susalud 
en atender un reclamo o una denuncia, claro dentro de sus facultades normativas. 

Al respecto, el señor VELASCO GUERRERO asintió que Susalud supervisa a todas las 
aseguradoras, asimismo, explicó sobre de la conformación de las aseguradoras, coberturas y de 
los servicios que brindan. Dijo que harán las propuestas normativas en el ámbito de las 
aseguradoras. También aclaró que supervisan a las IPRESS y aclaró con detalles sobre el 
sistema de la recaudación y del uso de ello. Finalmente, desarrolló los alcances de los servicios 
de las IAFAS e IPRESS. 

—O—

Prosiguiendo con el orden del día, el PRESIDENTE indicó que, en este punto de la agenda, se 
ha programado la sustentación del Proyecto de Ley 3262/2022-CR, por el que se propone la ley 
que modifica el Código de Protección y Defensa del Consumidor, garantizando el derecho de 
pago del consumidor con tarjeta de débito de su elección, a cargo de la congresista Jhakeline 
Katy Ugarte Mamani, autora del proyecto, a quien le dio la bienvenida y le concedió el uso de la 
palabra. 

La congresista UGARTE MAMANI, mediante el uso de diapositivas, sustentó el contenido del 
texto dispositivo del referido proyecto de ley e indicó que la propuesta legislativa tiene por objeto 
modificar el artículo 1 del Título I de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del 
Consumidor, para incluir como derecho del consumidor, la facultad de realizar el pago de sus 
deudas a través de los aplicativos digitales o web con tarjetas de débito de su elección, el cual 
no debe estar afecto al cobro de comisiones o penalidades de ningún tipo. 

Luego, dio a conocer de la problemática, a lo que señaló que diversas entidades financieras 
imponen nuevas condiciones a los consumidores a la hora de cancelar una deuda y si no las 
cumplen, se les impone comisiones. Además, no se reconoce el esfuerzo del consumidor de 
cancelar su deuda de acuerdo con sus posibilidades frente al escenario de crisis económica 
nacional y mundial. 

Siguiendo con la sustentación, ahondó y detalló sobre la importancia de la iniciativa, que es una 
respuesta frente a una nueva modalidad de vulneración de los derechos de los consumidores de 
parte de las entidades financieras, quienes castigan al consumidor por el solo hecho de cumplir 
con sus obligaciones de pago, es decir al momento de pagar sus deudas, aplicándoles una 
penalidad disfrazada bajo el concepto de "comisión pago por otro banco", "comisión por pago vía 
web" entre otros. 

Finalmente, abordó y ahondó en torno a los beneficios, extremo que se modificará y disposición 
de la propuesta legislativa, por lo que pidió que se proceda con el estudio del predictamen del 
proyecto de ley. 

Al respecto, el PRESIDENTE señaló que en este proyecto de ley se ha solicitado opiniones al 
lndecopi, ASPEC, SBS, ASBANC, CCL y al MEE, a fin de contar con elementos para el estudio 
de la propuesta legislativa. 

—O-

5 



CON9RESO
REPÚBLICA 

14. 4 

Bicentenario 

V I

Comisión de Defensa del Consumidor y 
Organismos Reguladores de los Servicios Públicos 

Como siguiente punto del orden del día, el PRESIDENTE sustentó el contenido de los alcances 
del predictamen recaído en los proyectos de ley 789/2021-CR; 1025/2021-CR; 1051/2021-CR Y 
3209/2022-CR que, con texto sustitutorio, proponen la ley que modifica la Ley 29571, Código de 
Protección y Defensa del Consumidor, para facilitar la indemnización en los conflictos de 
consumo y por daños ambientales. 

En primer lugar, indicó que, la propuesta a que se refiere el Proyecto de Ley 789/2021-CR, 
básicamente propone que el consumidor se haga acreedor al 50 % de las multas que aplique 
tanto el Indecopi como a los demás organismos reguladores de los servicios públicos, mientras 
que el Proyecto de Ley 1051/2021-CR solo es diferente en cuanto rebaja del monto al 40% de la 
respectiva multa, mientras que en el caso del Proyecto de Ley 1051/2021-CR, se propone que 
los consumidores que hayan sufrido el cobro excesivo por alguna empresa proveedora del 
servicio básico, tendrá derecho a una indemnización del 10 % de la multa aplicada a la entidad 
infractora. Finalmente, el Proyecto de Ley 3209/2022-CR, propone que las multas que imponen 
los organismos reguladores de los servicios públicos, la OEFA y la ANA, se destinen en un 50 % 
a las áreas o comunidades afectadas. 

Luego, señaló que se considera que las multas son sanciones monetarias que una persona, 
infractora de alguna norma, debe pagar como consecuencia de la infracción cometida. En todos 
los casos se trata de sanciones que, al pagarse, ingresan al tesoro público y, como su nombre 
lo indica, se trata de fondos públicos que por su naturaleza tienen un tratamiento muy especial. 
Estos fondos del tesoro público, en todos los casos, ingresan a una cuenta bancaria abierta a 
nombre de la dirección nacional del tesoro público, que se encuentra en el Banco de la Nación, 
en la que se centralizan todos los fondos que administra y registra. Como consecuencia de lo 
anterior, no se trata de repartir — por más altruista que pueda ser el propósito — los fondos 
públicos, pues ello está debidamente normado con el objeto de realizarlo en la forma más 
ordenada posible. En ese contexto, dijo que resultaría en la práctica imposible establecer criterios 
para entregar los fondos públicos a particulares, de permitirlo la ley, como ha sido propuesto en 
las iniciativas bajo análisis, se generaría un caos jurídico que trastocaría los principios 
elementales de nuestro ordenamiento legal. 

Asimismo, los proponentes señalan como justificación de sus respectivas propuestas que se 
trataría de montos que tendrían el carácter de indemnización por daños causados que, como se 
ha dicho, tienen una naturaleza jurídica distinta a la figura de la multa. En ese sentido, se debe 
tenerse en cuenta que, en razón de la naturaleza sancionadora o punitiva de la multa 
administrativa que se impone al proveedor infractor, solo tiene por objeto desincentivar la 
realización de conductas infractoras similares futuras, lo que es distinto al resarcimiento por el 
daño causado por la infracción, cuya determinación es de competencia exclusiva del Poder 
Judicial o del Fuero Arbitral, ello según la Constitución Política del Perú y la normativa vigente 
del ordenamiento jurídico. 

Seguidamente, aclaró que lo dicho, no significa desconocer que eventualmente el denunciante 
en este tipo de procesos administrativos sufre daños que deben ser reparados. Si estos se 
producen, dicho denunciante consumidor tiene todo el derecho a interponer las acciones legales 
que corresponden a su derecho y en el fuero que corresponde, todo ello de acuerdo con nuestras 
normas procesales aplicables a cada caso. El código del consumidor (Ley 29571), en los 
procedimientos administrativos a su cargo, no comprende la indemnización a favor del 
consumidor denunciante por el daño que sufre en una relación de consumo. en el orden adjetivo 
procesal, dicha indemnización de daños y perjuicios debe ventilarse a través de un proceso civil 
ordinario ante el Poder Judicial. En la práctica dicho proceso no es lo suficientemente ágil para 
garantizar un resarcimiento eficaz y oportuno al consumidor. 

En ese contexto, precisó que, para solucionar estos problemas y atender el objetivo de los 
proyectos de ley, se propone un texto sustitutorio que esencialmente contempla: 
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1. El derecho del denunciante a desistirse del procedimiento administrativo iniciado por 
denuncia de parte, con lo que quedaría habilitado para recurrir directa e inmediatamente 
a la vía judicial y, con ello, solicitar la reparación del daño causado. 

2. La posibilidad de que el consumidor pueda recurrir directamente al poder judicial para 
reclamar la reparación del daño causado por la inconducta del proveedor, a través de un 
procedimiento ágil que le permita obtener oportunamente la reparación del daño causado. 

3. La posibilidad de que el órgano administrativo o el Poder Judicial, al término del proceso, 
pueda imponer al infractor, una sanción punitiva por grave menosprecio de los derechos 
del consumidor, la misma que tendrá el carácter de disuasiva de otras futuras acciones 
similares, la misma que no podrá ser mayor al doble de la multa impuesta y será otorgada 
a favor del denunciante. 

De esta forma, nuestro ordenamiento legal se colocaría a la altura de las legislaciones más 
modernas del mundo, mejorando sustancialmente la protección de los consumidores y usuarios 
peruanos. 

Culminada la sustentación, abrió el debate e invitó a los congresistas miembros de la Comisión 
a intervenir. 

No habiendo intervenciones, el PRESIDENTE dispuso someter a votación el predictamen 
recaído en los proyectos de ley 789/2021-CR; 1025/2021-CR; 1051/2021-CR Y 3209/2022-CR 
que, con texto sustitutorio, proponen la ley que modifica la Ley 29571, Código de Protección y 
Defensa del Consumidor, para facilitar la indemnización en los conflictos de consumo y por daños 
ambientales. 

Sometido a votación nominal el predictamen fue aprobado por unanimidad, con 9 votos a favor 
de los señores congresistas miembros VARAS MELÉNDES, Elías Marcial; CALLE LOBATÓN, 
Digna; TUDELA GUTIÉRREZ, Adriana; BARBARÁN REYES, Rosangella Andrea; CORDERO 
JON TAY, Luis Gustavo; OBANDO MORGAN, Auristela Ana; FLORES ANCACHI, Jorge Luis; 
CICCIA VÁSQUEZ, Miguel Ángel y BAZÁN NARRO, Sigrid Tesoro. 

—O—

Continuando con el siguiente punto de la agenda del orden del día, el PRESIDENTE sustentó el 
contenido del predictamen recaído en el Proyecto de Ley 1187/2021-CR que, mediante un texto 
sustitutorio, propone la ley que modifica la Ley 26549, Ley de los centros educativos privados, 
ampliando el plazo para brindar información de pagos de pensiones y matrícula. 

En primer lugar, indicó que, para el estudio del proyecto se ha solicitado opiniones al Ministerio 
de Educación, al lndecopi, a la Alianza de Escuelas Privadas, a la Asociación de Colegios 
Particulares Amigos — Adecopa y a la Asociación Peruana de Consumidores (ASPEC). Se ha 
recibo opiniones favorables por parte del Indecopi, de la Asociación Peruana de Consumidores 
(ASPEC) y opinión negativa del Ministerio de Educación. 

En segundo lugar, señaló que el proyecto de ley busca que, ante el aumento de la cuota de 
ingreso, del monto de la matrícula y la oportunidad del pago de las pensiones escolares se le 
amplié el plazo que tienen las instituciones educativas para dar el aviso a los padres de familia a 
fin que adopten la mejor decisión para el siguiente año escolar, respecto de si mantienen a sus 
hijos en dicho centro escolar o deciden trasladarlo a otro que responda al presupuesto familiar. 

Por otro lado, dijo que el artículo 14 de la Ley 26549, Ley de los centros educativos privados, 
establece la obligación de parte de los promotores de los centros educativos de poner en 
conocimiento de los padres de familia información, entre la información más relevante que debe 
comunicarse, tenemos: 
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> El monto y oportunidad de pago de la cuota de matrícula. 
> El monto, número y oportunidad de pago de las pensiones. 
> El monto y oportunidad de pago de la cuota de ingreso, así como la forma 

y el proceso de devolución de dicha cuota. 

Al respecto, refirió que, actualmente dicha información —se señala de manera expresa- debe ser 
remitida en un plazo no menor de treinta (30) días calendario antes de iniciarse el proceso de 
matrícula de cada año lectivo o período promocional. 

Sin embargo, según lo sostenido por el proyecto de ley bajo análisis este plazo no sería suficiente 
para que el padre de familia pueda tomar decisiones, pues si bien tiene la información, el periodo 
de postulación en los centros educativos (colegios) por lo general, ya han cerrado con algunos 
meses de anterioridad, no quedándole otra opción, al padre de familia, que continuar en el 
objetivo, pese a no estar conforme sobre el tratamiento económico que se le impone. 

En ese contexto, se acordó que con la opinión emitida por el Indecopi, mediante la cual ha 
señalado que la propuesta legislativa es viable considerando un plazo promedio de noventa (90) 
días calendario como mínimo, para que las instituciones educativas brinden la información 
propuesta en el proyecto de ley. Ello, considerando que, actualmente la Ley 26549 ya establece 
como obligación de las instituciones educativas informar sobre el histórico de las condiciones 
económicas establecidas en los últimos cinco años, información que resulta complementaria para 
los padres de familia, a fin de tomar decisiones de consumo que se adapten a sus intereses. 

Con relación a la propuesta legislativa, el PRESIDENTE dijo que la comisión considera que el 
texto sustitutorio promueve el deber que tiene el Estado, el de asegurar y garantizar que nadie 
se vea impedido de recibir educación adecuada por razón de su situación económica y que se 
convierte en una herramienta valiosa de derecho que tienen los padres de familia, de escoger 
libremente los centros de educación. En esa medida, dijo que se avala la transparencia entre la 
demanda y la oferta educativa en los colegios privados, y garantiza la premoción del derecho a 
la información oportuna. 

Culminada la sustentación, abrió el debate e invitó a los miembros de la Comisión a intervenir. 

Luego, no habiendo intervenciones, el PRESIDENTE dispuso someter a votación el predictamen 
recaído en el Proyecto de Ley 1187/2021-CR que, mediante un texto sustitutorio, propone la ley 
que modifica la Ley 26549, Ley de los centros educativos privados, ampliando el plazo para 
brindar información de pagos de pensiones y matrícula. 

Sometido a votación nominal el predictamen fue aprobado por unanimidad, con 9 votos a favor 
de los señores congresistas miembros VARAS MELÉNDES, Elías Marcial; CALLE LOBATÓN, 
Digna; TUDELA GUTIÉRREZ, Adriana; CORDERO JON TAY, Luis Gustavo; OBANDO 
MORGAN, Auristela Ana; FLORES ANCACHI, Jorge Luis; CICCIA VÁSQUEZ, Miguel Ángel; 
BAZÁN NARRO, Sigrid Tesoro y CORDERO JON TAY, María (accesitaria en reemplazo del 
congresista MORANTE FIGARI, Jorge Alberto). 

El congresista Miguel Ángel Ciccia Vásquez dejó constancia de su votación a favor del 
predictamen recaído en los proyectos de ley 789/2021-CR y otros. 

Como último punto del orden del día, el PRESIDENTE sustentó el predictamen negativo recaído 
en el proyecto de ley 1056/2021-CR, por el que propone la ley de libre desafiliación al sistema 
privado de administración de fondos de pensiones y traspaso a cuentas previsionales en el 
sistema financiero. 
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Al respecto, señaló que el proyecto de ley propone establecer el marco normativo para la libre 
desafiliación al Sistema Privado de Administración de Fondos de Pensiones (SPP), trasladando 
el fondo acumulado de las Cuentas Individuales de Capitalización (CIC) a cuentas previsionales, 
creadas con fines pensionarios en el Sistema Financiero (SF), asimismo, propone que estas 
cuentas deberán ser establecidas por la Superintendencia de Banca y Seguros (SBS), 
manteniendo su intangibilidad y libre disposición al cumplir los años necesarios para acceder a 
algún beneficio dentro del Sistema Privado de Pensiones (SPP). estas cuentas de depósito de 
largo plazo estarán libres de comisiones, son intangibles e inembargables y están cubiertos por 
el fondo de seguro de depósito hasta por el 100 % de su monto. del mismo modo la propuesta 
normativa, busca también modificar el numeral 2 del artículo 221 de la ley general, a fin de 
establecer que las empresas del Sistema Financiero (SF) puedan recibir fondos previsionales y 
administrarlos en cuentas creadas para tal fin. 

Del estudio y análisis del marco normativo, de las opiniones recibidas de Ministerio de Economía 
y Finanzas, Banco Central de Reserva del Perú, Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, y 
Presidencia del Consejo de Ministros; todas opiniones negativas y analizando la reciente 
sentencia del Tribunal Constitucional 300/2022 recaído en el Expediente 00020-2021-PI/TC, de 
fecha 15 de setiembre de 2022. Entonces, se puede inferir, entre otros, que la propuesta 
normativa al pretender que las empresas del sistema financiero puedan recibir depósitos a plazo, 
de ahorros y provisionales (cuentas individuales de capitalización), resultaría lesivo a nuestro 
ordenamiento legal, toda vez que abiertamente colisionaría principalmente con la ley suprema y 
normativa particular del Sistema Privado de Administración de Fondos de Pensiones. 

• La propuesta busca que el ahorro provisional pase también al sistema financiero, ello no 
se alinea a los principios básicos que rige la seguridad social, en razón que estas cuentas 
deben tener un carácter especial y de naturaleza muy distinta a cualquier otro producto 
que ofrezca el sistema financiero a fin de asegurar su intangibilidad e inembargabilidad 
de los fondos pensionarios. 

• La propuesta no cumple con el objetivo de proveer una adecuada protección de la 
población afiliada al sistema privado de pensiones; conllevando perjuicios negativos a los 
afiliados, en razón que la gestión y administración de los recursos bajo una trayectoria de 
largo plazo, se incorporaran riesgos propios del sistema financiero. 

• Al pretender que el Fondo de Seguro de Depósito (FSD) asegure en 100 % de los fondos 
previsionales trasladados al sistema financiero, induciría a las entidades del sistema 
financiero a incurrir en mayores riesgos, creando un efecto negativo sobre la estabilidad 
del sistema financiero y el equilibrio fiscal. Conllevando más aún que, con esta medida el 
sector público se estaría comprometiendo eventualmente a respaldar obligaciones de 
entidades financieras por un monto equivalente al valor del fondo de pensiones; ello no 
es consistente con el artículo 79° de la Constitución Política del Estado, que establece 
que los representantes ante el congreso no tienen iniciativa para crear ni aumentar gastos 
públicos. 

• Por último y finalizando sus sustentación, en virtud de los fundamentos 159, 160 y 161 
sostenidos en sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 15 de setiembre de 2022, 
consideramos que urge la necesidad de emprender una reforma integral del sistema 
privado de pensiones, precisando que el problema de fondo reside en que —en nuestro 
país- todavía no se ha podido generar un verdadero sistema de seguridad social, tomando 
en cuenta que el artículo 10 de la Constitución Política, advierte que se trata de un 
derecho fundamental universal, integral y progresivo y que, por ende no debe depender 
sustancialmente del ahorro particular; y que mientras no se resuelva ello, seguramente 
continuaran apareciendo otras regulaciones, por las consideraciones antes expuestas, se 
recomienda el archivo. 

Culminada la sustentación, abrió el debate e invitó a los miembros de la Comisión a intervenir. 
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Luego, no habiendo intervenciones, el PRESIDENTE dispuso someter a votación el predictamen 
recaído en el Proyecto de Ley 1187/2021-CR que, mediante un texto sustitutorio, propone la ley 
que modifica la Ley 26549, Ley de los centros educativos privados, ampliando el plazo para 
brindar información de pagos de pensiones y matrícula. 

Sometido a votación nominal el predictamen fue aprobado por unanimidad, con 8 votos a favor 
de los señores congresistas miembros VARAS MELÉNDEZ, Elías Marcial; CALLE LOBATÓN, 
Digna; TUDELA GUTIÉRREZ, Adriana; CORDERO JON TAY, Luis Gustavo; OBANDO 
MORGAN, Auristela Ana; FLORES ANCACHI, Jorge Luis; CICCIA VÁSQUE, Miguel Ángel y 
CORDERO JON TAY, María (accesitaria en reemplazo del congresista MORANTE FIGARI, 
Jorge Alberto); y un voto en contra de la congresista BAZÁN NARRO, Sigrid Tesoro. 

La congresista Adriana Tudela Gutiérrez dejó constancia de su votación a favor del predictamen 
recaído en el Proyecto de Ley 1187/2021-CR. 

Finalmente, el PRESIDENTE solicitó la dispensa del trámite de lectura y aprobación del acta para 
ejecutar los acuerdos adoptados en la presente sesión, y no habiendo oposición, el acta fue 
aprobado por unanimidad. 

En este estado, el PRESIDENTE levantó la sétima sesión ordinaria de la Comisión de Defensa 
del Consumidor y Organismos Reguladores de los Servicios Públicos. 

Eran las 13 h 34 min. 

ELÍAS MARCIAL VARAS MELÉNDEZ 
Presidente 

ADRIANA TUDELA GUTIÉRREZ 
secretaria 
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